
 

 

 
REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 
JUZGADO SESENTA Y CUATRO CIVIL MUNICIPAL DE BOGOTA 

D.C., 
(Juzgado Cuarenta y Seis de Pequeñas Causas y Competencia Múltiple Transitorio) 

-Acuerdo PCSJA18-11127- 
 

 
Bogotá, D. C., primero (01) de agosto de dos mil veintitrés (2023)      

                          

REF: Expediente No. 11001400306420230118900 Acción de Tutela de Claudia Patricia 

Ramírez Reina en contra de Unidad Residencial Tunal 1. 

 

 

ASUNTO 

 

Procede el Despacho a resolver la acción de la referencia, por la presunta vulneración del 

derecho de petición. 

 

ANTECEDENTES 

 

La petición y los hechos 

 

Refirió la accionante, que hace aproximadamente año y medio que elevo derecho de 

petición ante la accionada Unidad Residencial Tunal 1, sin que a la fecha le hayan dado 

respuesta. 

 

LA ACTUACIÓN DEL JUZGADO 

     

Al corresponder el conocimiento de la acción a este Despacho y una vez cumplidos los 

requisitos legales, por auto de 19 de julio de 2023, se admitió el libelo, se ordenó notificar a 

la accionada para que en el término de un (1) día, contado a partir del recibo de la 

comunicación, se pronunciara sobre los hechos en lo que se soporta la presente acción y 

anexara la documentación pertinente. Se requirió ala accionante para que allegará copia del 

derecho de petición con constancia de recibido. 

 

En atención al requerimiento del juzgado: 

 

Unidad Residencial Tunal 1, guardo silencio. 

 

Claudia Patricia Ramírez Reina, guardo silencio. 

 

 

PROBLEMA JURÍDICO 

 

Dictaminar si la queja constitucional es procedente, y de serlo analizar si sus fundamentos 

fácticos constituyen vulneración alguna de derechos fundamentales.  

 

TESIS DEL JUZGADO  

 



 

 

Se denegará por improcedente porque no es permitido al juez constitucional invadir otras 

competencias. Para el Juzgado es claro que de acuerdo con los hechos que son relatados en 

el escrito de tutela, lo que pretende la interesada es pretermitir el mecanismo legal 

instituido por el legislador para procurar la defensa de sus intereses y el logro de sus 

aspiraciones, pues es visible que la discusión que plantea el escrito de amparo no es de 

orden constitucional, sino legal. 

 

Visto lo anterior, se entra a tomar la decisión que en derecho corresponde, previos los 

siguientes razonamientos. 

 

CONSIDERACIONES 

 

La Acción de tutela consagrada en el artículo 86 de la Carta Política tiene por objeto 

proteger de manera inmediata los derechos constitucionales fundamentales de una persona 

cuando en determinada situación resultan vulnerados o amenazados por la acción u 

omisión de cualquier autoridad pública o por actos de particulares en los casos 

determinados en el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991, es decir, cuando se trata de la 

prestación de un servicio público, afectación del interés colectivo o que el peticionario se 

encuentre en estado de subordinación o indefensión. 

Descendiendo en el sub-lite, cabe desde ahora puntualizar que la finalidad perseguida por 

el accionante se circunscribe a obtener respuesta sobre la solicitud implorada, y es como ya 

quedó anotado, con ocasión de esa falta de respuesta que considera violado su derecho 

fundamental de petición consagrado en nuestra Carta Magna. 

 

“En punto del Derecho de Petición, tenemos que éste se encuentra consagrado 

en el artículo 23 de nuestro máximo ordenamiento político, a cuyo tenor reza; 

“…Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por 

motivos de interés general o particular y obtener pronta resolución…” 

 

La Corte Constitucional se ha pronunciado a este respecto en el siguiente sentido:   

 

“El derecho de petición no implica una prerrogativa en cuya virtud la administración se vea 

precisada a definir favorablemente las pretensiones del solicitante, razón por la cual no se debe 

entender conculcado este derecho cuando la autoridad responde oportunamente al 

peticionario, aunque la respuesta sea negativa.  La resolución producida y comunicada dentro 

de los términos que la ley señala, representa la satisfacción del derecho de petición, de tal 

manera que, si la autoridad ha dejado transcurrir los términos contemplados en la ley sin dar 

respuesta al peticionario, es forzoso concluir que vulneró el derecho pues la respuesta tardía, al 

igual que la falta de respuesta, quebranta, en perjuicio del administrado, el mandato 

constitucional”. 

 

Dentro de las características esenciales de esta acción se encuentran la subsidiariedad y la 

inmediatez, la primera, refiere a que tan sólo resulta procedente instaurarla en subsidio o a 

falta de instrumento constitucional o legal diferente, susceptible de ser alegado ante los 

jueces; esto es, cuando el afectado no disponga de otro medio judicial para su defensa, a no 

ser que busque evitar un perjuicio irremediable; la segunda, a que la acción de tutela debe 

tratarse como mecanismo de aplicación urgente que se hace preciso administrar en guarda 

de la efectividad concreta y actual del derecho objeto de la violación o amenaza.  



 

 

Así pues, el plazo razonable no se ha establecido a priori, sino que serán las circunstancias 

del caso concreto las que lo determinen. Sin embargo, se ha indicado que deben tenerse en 

cuenta algunos factores para analizar la razonabilidad del término: 1) si existe un motivo 

válido para la inactividad de los accionantes; 2) si esta inactividad injustificada vulnera el 

núcleo esencial de los derechos de terceros afectados con la decisión y, 3) si existe un nexo 

causal entre el ejercicio inoportuno de la acción y la vulneración de los derechos de los 

interesados. 

Conforme el precedente jurisprudencial citado, de entrada, se advierte que ninguno de los 

tres requisitos expuestos converge en el asunto bajo estudio, se evidencia desde la orilla 

del principio de la inmediatez resulta también improcedente la presente acción por cuanto 

los hechos narrados datan de hace más de año y medio según el dicho de la accionante  y 

no hay razón válida para suponer que está justificada la presentación después de este 

término. Es evidente que el accionante espero demasiado tiempo para reclamar su 

derecho. Aunado a lo anterior no allego prueba del derecho de petición elevado ante la 

accionada. 

 

Conforme lo anterior, se negará la acción de tutela invocada.  

 

 

DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto el Juzgado Sesenta y Cuatro Civil Municipal de Bogotá D.C., 

(Juzgado 46 de Pequeñas Causas y Competencia Múltiple Transitorio), administrando 

justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, resuelve: 

 

Primero.  Declarar improcedente la presente acción de tutela instaurada por Claudia 

Patricia Ramírez Reina en contra de Unidad Residencial Tunal 1. por las 

razones esbozadas en la parte motiva de esta providencia. - 

 

Segundo: Notificar esta determinación a la accionante y a las entidades encartadas, 

por el medio más expedito y eficaz. 

 

Tercero: De no ser impugnado el presente fallo, remítase el expediente dentro del 

término legal a la Corte Constitucional para su eventual revisión. Ofíciese. 

 

Cuarto:       En caso de ser excluida de revisión archívese definitivamente. 

 

Comuníquese y cúmplase, 

 

 

LILIAM MARGARITA MOUTHON CASTRO 

 

Juez 
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